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                                                                                Concepto 5646

Bogotá, D.C., 4 de octubre de 2013
Señores 

MAGISTRADOS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL

E. S. D.

REF.:
Demanda de inconstitucionalidad contra el artículo 25 de la Ley 1558 de 2012.
Demandante: Ricardo María Cañón Prieto.
Magistrado Ponente: ALBERTO ROJAS RÍOS.
Expediente D-9779.

Concepto: 5646   

De conformidad con lo previsto en los artículos 242, numeral 2°, y 278, numeral 5°, de la Constitución Política, procedo a rendir concepto en relación con la demanda que, en ejercicio de la acción pública consagrada en los artículos 40, numeral 6°, y 242, numeral 1°, de la Carta, instauró el  ciudadano RICARDO MARÍA CAÑÓN PRIETO, contra el artículo 25 de la Ley 1558 de 2012, cuyo texto se transcribe a continuación.

LEY 1558 DE 2012
(julio 10)

Diario Oficial No. 48.487 de 10 de julio de 2012

CONGRESO DE LA REPÚBLICA

Por la cual se modifica la Ley 300 de 1996 -Ley General de Turismo, la Ley 1101 de 2006 y se dictan otras disposiciones.

EL CONGRESO DE COLOMBIA

DECRETA:
ARTÍCULO 25. PROTECCIÓN AL TURISTA. Para efectos de garantizar los derechos del consumidor de servicios turísticos se aplicará la regulación especial contenida en la Ley 300 de 1996, y las normas que la modifiquen o reglamenten.

Los prestadores y comercializadores de servicios aéreos, se regirán en lo que corresponda, por el Código de Comercio, las leyes especiales sobre la materia; los reglamentos aeronáuticos, el Decreto 2438 de 2010 y las disposiciones que los modifiquen o reglamenten.

PARÁGRAFO 1o. Para promover soluciones ágiles y eficientes a los consumidores de servicios turísticos, se deberá surtir previamente una etapa de reclamación directa, con el prestador del servicio y las empresas de transporte aéreo. El Ministerio de Comercio, Industria y Turismo reglamentará la materia.

PARÁGRAFO 2o. Las reclamaciones que se susciten en desarrollo de la prestación del servicio de transporte aéreo, serán resueltas por la entidad aeronáutica como única Entidad competente del sector. Se excluye a esta industria de la competencia determinada en la Ley 1480 de 2011.

1. Planteamiento de la demanda
A criterio del actor, al “omitirse” en el artículo 25 de la Ley 1558 de 2012 la posibilidad de participación de las organizaciones de consumidores y usuarios se vulneraron  los artículos 1, 2 y 78 de la Carta Política. En su sentir, la norma acusada no “garantizó” la participación de dichas organizaciones, desconociendo los fines esenciales del Estado consagrados en el artículo 2 ibídem. 
A su juicio, “es menester que se hayan consultado a estas organizaciones…el cargo de la violación tiene una relación con la omisión que se constata en no haber “garantizado la participación” lo que llevó a conculcar de forma directa la Constitución Política y no puede invocarse inexistencia de leyes inferiores para permitir la participación de las organizaciones de consumidores y usuarios conforme al artículo 78 de la Constitución”.
2. Problema jurídico
Le corresponde al Ministerio público determinar si el Congreso de la República, al no contemplar en la norma demandada el derecho a la participación de las organizaciones de consumidores y usuarios, incurrió en una omisión legislativa relativa o parcial que vulnera lo dispuesto en los artículos 1, 2 y 78 de la carta Política. 

3. Análisis jurídico
A pesar de la precariedad argumentativa de la demanda y de la corrección de la misma, lo cual podría llevar a solicitarle a la Corte que se inhibiera para pronunciarse de fondo sobre lo planteado en ella, en virtud del principio pro actione el Ministerio Público procederá a estudiar el cargo relacionado con la posible ocurrencia de una omisión legislativa relativa. 
El artículo 78 de la Carta Política consagra el deber del Estado de garantizar la participación de las organizaciones de consumidores y usuarios en el estudio de las disposiciones que les conciernen, para efectos de lo cual dichas organizaciones deben ser representativas y observar procedimientos democráticos internos.

Sobre el derecho de participación de los consumidores, la jurisprudencia constitucional consagrada, entre otras, en la sentencia C-1141 de 2000, M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz,  ha señalado que “[L]os poderes públicos, en las instancias de producción y aplicación del derecho, en la permanente búsqueda del consenso que es característica del Estado social y misión de sus órganos, deben materializar como elemento del interés público que ha de prevalecer, el de la adecuada defensa del consumidor, para lo cual deben habilitarse procedimientos y mecanismos de participación y de impugnación con el fin de que sus intereses sean debidamente tutelados. La apertura y profundización de canales de expresión y de intervención de los consumidores, en los procesos de decisión de carácter público y comunitario, pertenecen a la esencia del derecho del consumidor, puesto que sin ellos los intereses difusos de este colectivo, que tienen carácter legítimo, dejan de proyectarse en las políticas públicas y en las actuaciones administrativas, con grave perjuicio para el interés general y la legitimidad de la función pública, llamada no solamente a aplicar el derecho preexistente sino a generar en torno de sus determinaciones el mayor consenso posible”.
La disposición acusada señala las normas que garantizan los derechos del consumidor de servicios turísticos (Ley 300 de 1996, y las normas que la modifiquen o reglamenten) y aquellas a que deben sujetarse los prestadores y comercializadores de servicios aéreos (Código de Comercio, leyes especiales sobre la materia; los reglamentos aeronáuticos, el Decreto 2438 de 2010 y las disposiciones que los modifiquen o reglamenten). De igual manera, establece el deber de agotar previamente una etapa de reclamación directa con el prestador del servicio y las empresas de transporte aéreo, como una solución ágil y eficiente a los consumidores de servicios turísticos. Así mismo, indica que las reclamaciones que se susciten en desarrollo de la prestación del servicio de transporte aéreo, serán resueltas por la entidad aeronáutica como única Entidad competente del sector, excluyendo a esta industria de la competencia determinada en la Ley 1480 de 2011.
El Ministerio Público, siguiendo la jurisprudencia constitucional, consagrada entre otras en las sentencias C-185 de 2002, M.P. Rodrigo Escobar Gil; C-1043 de 2006, M.P. Rodrigo Escobar Gil; C-936 de 2010, M.P. Luis Ernesto Vargas Silva; C-100 de 2011, M.P. María Victoria Calle Correa, pasa a verificar los requisitos necesarios para que se configure la omisión legislativa relativa que alega el demandante, así: 

(i) “que exista una norma sobre la cual se predique necesariamente el cargo”. En el caso subexamine, el actor afirma que la omisión legislativa se refiere al artículo 25 de la Ley 1558 de 2012; (ii) que el precepto demandado “excluya de sus consecuencias jurídicas aquellos casos que, por ser asimilables, tenían que estar contenidos en el texto normativo cuestionado, o que el precepto omita incluir un ingrediente o condición que, de acuerdo con la Constitución, resulta esencial para armonizar el texto legal con los mandatos de la Carta”. La disposición acusada en esta oportunidad no se refiere a la totalidad de los derechos de los consumidores, sino a algunos de ellos, por lo tanto la falta de mención del derecho a la participación, no implica que no se esté garantizado por otras normas especiales, tales como la Ley 1480 de 2011, “Por medio de la cual se expide el Estatuto del Consumidor y se dictan otras disposiciones”; (iii) “que la exclusión de los casos o ingredientes carezca de un principio de razón suficiente”. De lo expuesto en el numeral anterior se infiere que no existen razones constitucionales por las que el derecho a la participación de los consumidores debería estar incluido en el artículo 25 de la Ley 1558 de 2012 específicamente, de manera que su ausencia no constituye una imperfección de la norma que la torne inconstitucional; (iv) “que la falta de justificación y objetividad genere para los casos excluidos de la regulación legal una desigualdad negativa frente a los que se encuentran amparados por las consecuencias de la norma”. La no consagración del derecho de participación de los consumidores en la norma cuestionada no vulnera el derecho a la igualdad de los mismos, pues tal derecho está garantizado a través de otras leyes; (v) que “la omisión sea el resultado del incumplimiento de un deber específico impuesto por el constituyente al legislador”. Tal como se señaló anteriormente, la disposición acusada en esta oportunidad no agota la totalidad de los derechos de los consumidores, dejando a otras disposiciones la regulación de derechos como el de participación. 
Son suficientes las anteriores consideraciones para concluir que el Congreso de la República no incurrió en una omisión legislativa relativa que riñe con lo dispuesto en los artículos 1, 2 y 78 de la Carta Política, al no contemplar en la norma demandada el derecho a la participación de las organizaciones de consumidores y usuarios.
4. Conclusión

En mérito de lo expuesto, el Ministerio Público solicita a la Corte Constitucional declarar EXEQUIBLE el artículo 25 de la Ley 1558 de 2012, por los aspectos aquí analizados.
Señores Magistrados,

ALEJANDRO ORDÓÑEZ MALDONADO
Procurador General de la Nación
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